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	H. CONGRESO DEL ESTADO:

En Sesión Ordinaria de Pleno de esta Soberanía, celebrada en fecha 17 de marzo del año en curso, se turnó a esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública para su estudio, análisis y dictamen la iniciativa de decreto que modifica la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán, suscrita por el Abogado Ricardo de Jesús Ávila Heredia Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Poder Judicial del Estado de Yucatán 

Las diputadas y diputados integrantes de esta comisión permanente, en los trabajos de estudio y análisis de la referida iniciativa, tomamos en consideración los siguientes,

A N T E C E D E N T E S:

PRIMERO.- Con fecha 24 de diciembre del año 2010, se publicó en el Diario Oficial del Gobierno del Estado, mediante decreto 314, la Ley Orgánica del Poder Judicial Estado de Yucatán. Durante su vigencia, la aludida ley orgánica ha sido reformada en 7 ocasiones, siendo la última la publicada en el Diario Oficial del Gobierno del Estado en fecha 22 de junio de 2019 

SEGUNDO.- En fecha 4 de marzo del año 2021 fue presentada ante esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto que modifica la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán, suscrita por el Abogado Ricardo de Jesús Ávila Heredia Presidente del Tribunal Superior de Justicia del  Poder Judicial del Estado de Yucatán 

El signante señaló, en la parte conducente de su exposición de motivos, lo siguiente:

“La Constitución Política del Estado de Yucatán, en su artículo 64, párrafo primero, establece que el Poder Judicial del Estado se deposita en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal de los Trabajadores al Servicio del Estado y de los Municipios, en los juzgados de primera instancia y en los demás establecidos o que establezca la ley. Asimismo, señala que en el ejercicio de la función judicial impartirá justicia con equidad, perspectiva de género y con apego a los principios de igualdad, autonomía, imparcialidad, independencia, legalidad, objetividad y seguridad jurídica.

Si bien la constitución local consagra las bases y principios que rigen la función judicial en la entidad, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán complementa el marco jurídico, pues es el instrumento que regula la organización y el funcionamiento de la institución, así como la competencia de los órganos jurisdiccionales y administrativos que la integran.

Para el Poder Judicial del Estado de Yucatán, resulta de vital importancia contar con una ley orgánica funcional y actualizada que permita brindar un mejor servicio público de impartición de justicia a los habitantes del estado y contribuya a garantizar en mayor medida los derechos humanos, de conformidad con los instrumentos internacionales de los que el Estado Mexicano es parte, las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la Constitución Política del Estado de Yucatán, así como respecto de los criterios emitidos por los órganos jurisdiccionales federales y estatales.

Es por ello que, para efectos de consolidar la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán acorde al contexto social y jurídico actual, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado ha considerado necesario adecuar y complementar sus disposiciones respecto de 6 temas principales, los cuales se exponen a continuación:
· Igualdad de Género
· Paridad de Género en la Integración del Pleno del Consejo de la Judicatura, así como en la Designación de los Jueces de Primera Instancia.
· Integración de los Tribunales de Enjuiciamiento
· Atribuciones de los Jueces de Ejecución de Sentencia
· Categorías que integran la Carrera Judicial
· Sustitución de los Jueces de Primera Instancia en Casos de Excusa o Recusación.
….
TERCERO.- Como se ha mencionado con anterioridad, en sesión ordinaria de Pleno de esta Soberanía de fecha 17 de marzo del año 2021, se turnó la referida iniciativa a esta Comisión Permanente Justicia y Seguridad Pública, misma que fue distribuida por instrucciones del Presidente de la Comisión por medio de oficio a los integrantes de la misma dado la importancia y relevancia del tema, en fecha 14 julio de 2021, para su análisis, estudio y dictamen respectivo.

Ahora bien, con base en los antecedentes antes mencionados, las y los diputados integrantes de esta comisión permanente, realizamos las siguientes,

C O N S I D E R A C I O N E S:

PRIMERA.- La iniciativa en estudio, encuentra sustento normativo en lo dispuesto en los artículos 35 fracción III de la Constitución Política y 16 de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo, ambas del Estado de Yucatán, toda vez que dichas disposiciones facultan al Tribunal Superior de Justica en los asuntos del Poder Judicial del Estado para iniciar leyes y decretos.

Asimismo, de conformidad con el artículo 43 fracción III inciso a) de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo del Estado de Yucatán, esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública, tiene facultad para conocer de los temas relacionados con reformas respecto a la procuración e impartición de justicia y la seguridad pública. 

SEGUNDA.- Según la teoría clásica de Montesquieu, la división de poderes garantiza la libertad del ciudadano. Bajo esta separación de poderes, nace el llamado estado de derecho, en donde los poderes públicos se encuentran sometidos al imperio de la ley. De igual manera, esta teoría de la división de poderes es sustancial en nuestro sistema de gobierno, pues establece dos principios básicos y fundamentales, los cuales son: el equilibrio entre los diversos poderes y la existencia de un esquema de frenos y contrapesos[footnoteRef:1]; siendo para el primero el que señala que ninguno de los órganos detentadores del poder público deberá colocarse de manera jerárquica por sobre los otros órganos, es decir no estarán subordinados a otro Poder; y para que pueda existir este equilibrio es necesaria la existencia de mecanismos que eviten la inclusión de un Poder en el ejercicio de las atribuciones de otro, y es en este tenor donde se implica el segundo principio, el esquema sistema de frenos y contrapesos, los cuales son una serie de mecanismos de control recíprocos entre los poderes estatales, con la finalidad de que ninguno de ellos pueda ejercer de manera ilimitada y excesiva las funciones encomendadas.  [1:  CELIS, Marcos A. “El Papel del Poder Judicial en el Esquema de División de Poderes de las Entidades Federativas”, p. 289, https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv.
] 


Es en este orden de ideas que podemos señalar específicamente, cómo uno de estos poderes del Estado, el Poder Judicial, tiene como función principal resolver todos aquellos conflictos que se surjan o se susciten por la aplicación de las leyes; y como mecanismos de control, le corresponde, entre otros: el control constitucional de las leyes y actos de los detentadores del poder público; el control de la legalidad de los actos del poder público, y en algunos casos, en la determinación de la responsabilidad de los servidores públicos y, en otros, en la aplicación de las sanciones correspondientes.

El Poder Judicial, como se ha mencionado, es el encargado de administrar la justicia en la sociedad, mediante la aplicación de normas jurídicas, en la resolución de conflictos, y que en el caso de este poder corresponden a los órganos judiciales o jurisdiccionales: juzgados y tribunales, mismos que tienen como finalidad el ejercicio de la potestad jurisdiccional, que suele gozar de imparcialidad y autonomía.

De lo anterior se desprende que el Poder Judicial, al ser el encargado de administrar la justicia debe de contar con esquemas idóneos y acordes que permitan al ciudadano confiar en esa administración. Es importante señalar que nuestro sistema judicial no ha propiciado esa confianza hacia el ciudadano, pues el sistema mixto que se implementaba hasta antes de la reforma, no favorecía en la verdadera solución de los problemas suscitados en la sociedad, mas por el contrario, por las mismas características de este sistema, hacía que la impartición de justicia se volvió poco eficaz y existe una ausencia de la reparación del daño ocasionado a la víctima. 

TERCERA.- El fortalecimiento del Poder Judicial del Estado es imperativo para el éxito de la implementación de la de seguridad y justicia; e incluso, resulta visible, que el mismo constituye un factor propiciador del desarrollo estatal, al ser evidente que un Poder Judicial sólido e independiente, basado en la actuación legal de quienes lo integran, sin duda, generará una atmósfera de confianza entorno a la impartición de justicia, y por ende, servirá de impulso a la inversión en nuestra Entidad Federativa.

Es por ello, que esta Soberanía ha dado cumplimiento cabalmente a lo dispuesto en el Artículo Segundo Transitorio de la Reforma Constitucional Federal en materia de Seguridad y Justicia, publicado en el Diario Oficial de la Federación en fecha 18 de junio de 2008, entrando en vigor el 19 de junio de ese mismo año, el cual obliga a las Legislaturas locales, para que en un plazo que no exceda de ocho años, adopten el sistema penal acusatorio y adecuen toda su legislación interna a lo previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Es por ello, que coincidimos en la idea de que la impartición de justicia debe regirse bajo los principios de la independencia, imparcialidad, objetividad, profesionalismo y excelencia y los que se derivan de éstos plasmándolos no sólo en reglamentos sino también en ley.

Es de destacar, que con las adecuaciones a la Ley Orgánica para el Poder Judicial nos transporta a un marco jurídico más fortalecido, coherente con la actualidad y obedeciendo a las innumerables voces de la sociedad que exigen una administración de la justicia más clara, confiable y eficaz. 

Por otra parte, la Constitución Política del Estado de Yucatán, en su artículo 64, párrafo primero, establece que el Poder Judicial del Estado se deposita en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal de los Trabajadores al Servicio del Estado y de los Municipios, en los juzgados de primera instancia y en los demás establecidos o que establezca la ley. Asimismo, señala que en el ejercicio de la función judicial impartirá justicia con equidad, perspectiva de género y con apego a los principios de igualdad, autonomía, imparcialidad, independencia, legalidad, objetividad y seguridad jurídica.

Si bien la constitución local consagra las bases y principios que rigen la función judicial en la entidad, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán complementa el marco jurídico, pues es el instrumento que regula la organización y el funcionamiento de la institución, así como la competencia de los órganos jurisdiccionales y administrativos que la integran.
Es por ellos, que para el Poder Judicial del Estado de Yucatán, resulta de vital importancia contar con una ley orgánica funcional y actualizada que permita brindar un mejor servicio público de impartición de justicia a los habitantes del estado y contribuya a garantizar en mayor medida los derechos humanos, de conformidad con los instrumentos internacionales de los que el Estado Mexicano es parte, las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la Constitución Política del Estado de Yucatán, así como respecto de los criterios emitidos por los órganos jurisdiccionales federales y estatales.

CUARTA.- En ese orden de ideas, la iniciativa que se analiza considero necesario adecuar y complementar sus disposiciones respecto de seis temas principales; es por ello que en cuanto al primer tema sobre la igualdad de género, se refiere que en el artículo 2, inciso c), de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, obliga a los estados partes a establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad y garantizar su protección a través de los tribunales competentes y otras instituciones públicas. Adicionalmente, el inciso d) del artículo citado, prevé el deber de abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar porque las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación. 

En tal virtud, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en su artículo 5, fracción IX, define perspectiva de género como la visión científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres que propone eliminar las causas de opresión de género como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las personas basada en el género; promueve la igualdad entre los géneros a través de la equidad, el adelanto y el bienestar de las mujeres; contribuye a construir una sociedad en donde las mujeres y los hombres tengan el mismo valor, la igualdad de derechos y oportunidades para acceder a los recursos económicos y a la representación política y social en los ámbitos de toma de decisiones.

A su vez, el artículo 49, fracción I, de la referida norma, confiere a las entidades federativas la obligación de instrumentar y articular sus políticas públicas en concordancia con la política nacional integral desde la perspectiva de género para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres.

Además, resulta necesario considerar que, a través del artículo 4, fracción V, de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de Yucatán, el legislador estatal ha reconocido la perspectiva de género como uno de los principios rectores que deben observar las autoridades estatales y municipales en la elaboración y ejecución de las políticas públicas orientadas a prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres. 

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género, Haciendo Realidad el Derecho a la Igualdad, que tiene como propósito atender las problemáticas detectadas y las medidas de reparación ordenadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos relativas al ejercicio del control de convencionalidad por quienes imparten justicia, por tanto, a la aplicación del derecho de origen internacional, así como al establecimiento de instrumentos y estrategias de capacitación y formación en perspectiva de género y derechos de las mujeres.

Debido a la trascendencia del referido instrumento, los Plenos del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado de Yucatán, expidieron el Acuerdo General Conjunto Número AGC-1802-15, el cual en su artículo 1, fracción I, recomienda a las y los titulares de los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial del Estado de Yucatán que en el ejercicio de la función jurisdiccional observen dicho protocolo, considerando las particularidades que pudieran existir en el estado de Yucatán, así como el caso concreto.

Si bien el Poder Judicial del Estado de Yucatán, ha reconocido en su normatividad la importancia de la perspectiva de género y la igualdad de género en la función jurisdiccional, se considera ahora necesario establecer la obligatoriedad de tal observancia en su ley orgánica.

En este sentido, se propone que se incluya la igualdad de género al artículo 7 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán, como uno de los principios a los que se deberán apegar los tribunales del Poder Judicial del Estado; adiciona un artículo 7 Bis, que establece la incorporación de dicho principio de forma transversal y equitativa en el desempeño de las atribuciones de los juzgadores; e incorpora entre las atribuciones que corresponden al Consejo de la Judicatura, establecidas en el artículo 115, la de incorporar la perspectiva de género en el desempeño de sus funciones, programas y acciones así como vigilar que las áreas y órganos jurisdiccionales y administrativos a su cargo también la incorporen en el ámbito de sus respectivas competencias.

QUINTA.- Por otra parte, en cuanto al segundo tema que el Poder Judicial propone en su reforma sobre la paridad de género en la integración del Pleno del Consejo de la Judicatura así como en la designación de los jueces de primera instancia.

Es por lo anterior, que en la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, en su artículo 7, inciso b), establece que los estados partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a participar en la formulación de las políticas gubernamentales, en la ejecución de estas, a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las funciones públicas en todos los planos gubernamentales.

Al respecto, el 14 de noviembre de 2019 se publicó en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el Decreto 118/2019 por el que se modifica la Constitución Política del Estado de Yucatán en materia de paridad de género, a través de la cual se consagró la observancia de este principio en la integración de los órganos que conforman los poderes públicos del estado, así como los organismos públicos autónomos.

El referido decreto dispuso la reforma del párrafo segundo del artículo 64 de constitución estatal, para establecer el principio de paridad de género en la designación de las juezas y jueces de primera instancia. Asimismo, incluyó la reforma al segundo párrafo del artículo 72 constitucional, para prever que en la integración del Consejo de la Judicatura no podrá haber más de tres miembros del mismo género.

Para efectos de armonizar las disposiciones de la Ley Orgánica de Poder Judicial del Estado de Yucatán con los preceptos de la Constitución Política del Estado de Yucatán, así como para garantizar en mayor medida la participación de las mujeres en la toma de decisiones y en la ejecución de las funciones que corresponden al Poder Judicial del Estado, la presente iniciativa propone incluir al artículo 107 que dispone la integración del Consejo de la Judicatura, una porción normativa relativa a que no podrá haber más de tres miembros del mismo género. Asimismo, se propone la modificación de la fracción XII del artículo 115, que se refiere a la atribución del Consejo de la Judicatura de designar a los jueces de primera instancia y a los jueces de paz, para especificar que el órgano colegiado vigilará la implementación de procedimientos que garanticen el principio de paridad de género.

SEXTA.- En otro orden de ideas el tercer tema propuesto en la reforma del Poder judicial es lo referente a la integración de los Tribunales de Enjuiciamiento, esto debido a que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 20, apartado A, fracción IV, dispone que el proceso penal será acusatorio y oral, se regirá por los principios de contradicción, concentración, continuidad e inmediación y, en relación al juicio, establece que este deberá celebrarse ante un juez que no haya conocido el caso previamente.

Como vemos, las reformas planteadas por el Poder Judicial del Estado de Yucatán se consideran óptimas para un mejor funcionamiento de los órganos jurisdiccionales de cara a la sociedad yucateca, sobre todo en el desarrollo de las etapas y audiencias del Sistema Penal Oral. 
Por tal motivo, y a fin de ampliar la importancia y relevancia de conocer tales etapas, es necesario hacer mención del artículo 211 del Código Nacional de Procedimientos Penales, dentro del cual se establecen las etapas del procedimiento penal, ya que como se ha dicho, los jueces que atienden la parte del enjuiciamiento son los responsables de poner fin a todo lo conocido en las diversas etapas, que para fines prácticos se traducen en etapa de investigación, la intermedia o de preparación a juicio y la de juicio. 

Dicho lo anterior, se transcribe el referido numeral donde se prevén las etapas de los juicios penales en México. 

“Artículo 211. Etapas del procedimiento penal 

El procedimiento penal comprende las siguientes etapas:

 I. La de investigación, que comprende las siguientes fases: 
a) Investigación inicial, que comienza con la presentación de la denuncia, querella u otro requisito equivalente y concluye cuando el imputado queda a disposición del Juez de control para que se le formule imputación, e 
b) Investigación complementaria, que comprende desde la formulación de la imputación y se agota una vez que se haya cerrado la investigación;
 II. La intermedia o de preparación del juicio, que comprende desde la formulación de la acusación hasta el auto de apertura del juicio, y 
III. La de juicio, que comprende desde que se recibe el auto de apertura a juicio hasta la sentencia emitida por el Tribunal de enjuiciamiento. La investigación no se interrumpe ni se suspende durante el tiempo en que se lleve a cabo la audiencia inicial hasta su conclusión o durante la víspera de la ejecución de una orden de aprehensión.  El ejercicio de la acción inicia con la solicitud de citatorio a audiencia inicial, puesta a disposición del detenido ante la autoridad judicial o cuando se solicita la orden de aprehensión o comparecencia, con lo cual el Ministerio Público no perderá la dirección de la investigación. El proceso dará inicio con la audiencia inicial, y terminará con la sentencia firme”.

Bajo esa tesitura, lo que se busca con la reforma a la ley orgánica en comento, es materializar los principios de una justicia pronta y expedita en la resolución de problemáticas en la rama penal, y para ello, se dignifica la labor que las y los jueces realizan como parte de sus funciones. 

De ahí, que sea necesario transcribir diversos numerales del Código Nacional de Procedimientos Penales para fijar el marco teórico del tema que nos atañe, es decir, señalar la competencia jurisdiccional del juzgador.

En tal sentido, son relevantes los artículos 133 y 134 de la aludida normativa:

“Artículo 133. Competencia jurisdiccional Para los efectos de este Código, la competencia jurisdiccional comprende a los siguientes órganos: 
I. Juez de control, con competencia para ejercer las atribuciones que este Código le reconoce desde el inicio de la etapa de investigación hasta el dictado del auto de apertura a juicio; 
II. Tribunal de enjuiciamiento, que preside la audiencia de juicio y dictará la sentencia, y 
III. Tribunal de alzada, que conocerá de los medios de impugnación y demás asuntos que prevé este Código”. 

En tal tesitura, como se aprecia existen instancias judiciales definidas, tales como el juez de control, y los tribunales de enjuiciamiento y el del alzada, siendo éstos dos últimos los que requieren decisiones colegiadas, de los cuales solo el de enjuicimiento es el que, en el ámbito local, habrá de modificarse a fin de dinamizar los trabajos en el desahogo de los jucios penales de oralidad. 

Ahora bien, los jueces como tales, al ser los moderadores de las partes dentro de los citados procesos penales, tienen tareas imprescindibles, las cuales con el cambio que se propone deberán adaptarse a las necesidades y requerimientos bajo la nueva óptica que se resuelve, es decir, las atribuciones de ley habrán de efectuarse como pieza toral de la labor jurisdiccional. 

Dichas atribuciones se transcriben a continuación para ilustrar lo anterior:

“Artículo 134. En el ámbito de sus respectivas competencias y atribuciones, son deberes comunes de los jueces y magistrados, los siguientes: 
I. Resolver los asuntos sometidos a su consideración con la debida diligencia, dentro de los términos previstos en la ley y con sujeción a los principios que deben regir el ejercicio de la función jurisdiccional; 
II. Respetar, garantizar y velar por la salvaguarda de los derechos de quienes intervienen en el procedimiento; 
III. Guardar reserva sobre los asuntos relacionados con su función, aun después de haber cesado en el ejercicio del cargo; 
IV. Atender oportuna y debidamente las peticiones dirigidas por los sujetos que intervienen dentro del procedimiento penal; 
V. Abstenerse de presentar en público al imputado o acusado como culpable si no existiera condena; 
VI. Mantener el orden en las salas de audiencias, y 
VII. Los demás establecidos en la Ley Orgánica, en este Código y otras disposiciones aplicables”.

Sobre el tema, el Código Nacional de Procedimientos Penales, en su artículo 3, fracción XV, define tribunal de enjuiciamiento como el órgano jurisdiccional del fuero federal o del fuero común integrado por uno o tres juzgadores, que interviene después del auto de apertura a juicio oral, hasta el dictado y explicación de la sentencia. 

Asimismo, el propio código, en su artículo 211, fracción III, distingue la etapa de juicio, a cargo del referido tribunal, como la tercera del procedimiento penal. El juicio, en términos del artículo 248 del mismo ordenamiento, es la etapa de decisión de las cuestiones esenciales del proceso y se realiza sobre la base de la acusación en la que se deberá asegurar la efectiva vigencia de los principios de inmediación, publicidad, concentración, igualdad, contradicción y continuidad.

Por su parte la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán, en su artículo 82, párrafo sexto, establece que en el sistema de justicia penal acusatorio y oral, los tribunales de juicio oral en materia penal se conformarán de tres jueces, a quienes les corresponderá conocer la etapa de juicio oral y no podrán ejercer simultáneamente la función de jueces de control. La propia ley, en su artículo 83, atribuye al Consejo de la Judicatura para determinar el número de juzgados de primera instancia, conforme a las necesidades de trabajo y de acuerdo al presupuesto, así como su ubicación y la materia o materias de las que deban conocer.

Si bien la conformación de los tribunales estatales por tres jueces resulta congruente con una de las dos posibilidades que contempla el Código Nacional de Procedimientos Penales en su artículo 3, fracción XV, es decir, por uno o tres jueces; actualmente los tribunales de juicio oral en materia penal presentan una elevada carga de trabajo, pues un solo órgano jurisdiccional concentra los esfuerzos de tres juzgadores, los cuales además se ven impedidos para conocer la etapa intermedia o de preparación del juicio. Esto implica que, por cada caso penal en primera instancia, el Poder Judicial requiere la intervención de cuando  menos cinco jueces especializados en materia penal: un juez de control, tres jueces del tribunal de juicio oral y un juez de ejecución de sentencia.

Su relevancia, ha sido dilucidada por los órganos jurisdiccionales mexicanos, específicamente en el rubor de la tesis constitucional “PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EN ÉSTE SÓLO PUEDEN REPUTARSE COMO PRUEBAS LAS DESAHOGADAS PÚBLICAMENTE ANTE EL TRIBUNAL RESPECTIVO, EN PRESENCIA DE LAS PARTES.”[footnoteRef:2]. [2:  Registro digital: 2011883 Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Penal Tesis: 1a. CLXXVI/2016 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 31, Junio de 2016, Tomo I, página 702 Tipo: Aislada] 


En términos de lo anterior, para efectos de hacer más eficiente la impartición de la justicia penal en el estado y garantizar en mayor medida a sus habitantes, entre otros, el principio de inmediación del proceso penal, esta iniciativa propone la modificación del párrafo sexto del artículo 82 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán, para establecer que el tribunal de enjuiciamiento en materia penal se conformará de un juez en lugar de tres. No obstante, también se adiciona un párrafo en el que se establece que por excepción el tribunal de juicio oral se integrará por tres jueces en consideración de los bienes jurídicamente tutelados y con el fin de que el veredicto sea asumido en forma colegiada, en los siguientes delitos: trata de menores, tráfico de menores, trata de personas, desaparición forzada de personas, secuestro, violación, homicidio doloso y feminicidio, así como cuando se justifique por el cúmulo de hechos controvertidos, la cantidad de pruebas ofrecidas o por la complejidad del asunto a resolver. 

La reducción en el número de juzgadores que integran los tribunales de enjuiciamiento para la mayoría de los asuntos, permitirá a la institución contar con más órganos jurisdiccionales para atender las necesidades de los justiciables y abatir de manera gradual las cargas de trabajo existentes.

SÉPTIMO.- Ahora bien en cuanto al cuarto tema propuesto en la reforma del poder judicial es referente a las atribuciones de los jueces de ejecución de sentencia, esto debido en que la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán, desde que fue promulgada el 24 de noviembre de 2010, establece en su artículo 95, fracción V, entre las atribuciones de los jueces de ejecución de sentencia, la de inspeccionar los centros de reinserción social por lo menos una vez cada dos meses, con el fin de constatar el respeto de los derechos fundamentales y penitenciarios de los internos y ordenar las medidas correctivas que estime convenientes.

La referida atribución resultó congruente con las disposiciones de la Ley de Ejecución de Sanciones y Medidas de Seguridad del Estado de Yucatán, publicada en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el 10 de junio de 2011, la cual en su artículo 14, fracción VII, también contemplaba la obligación de los jueces de ejecución de sentencias de visitar dichos centros.
No obstante lo anterior, el 16 de junio de 2016 fue publicada La Ley Nacional de Ejecución Penal en el Diario Oficial de la Federación, la cual de conformidad con sus artículos 1 y 2, tiene entre su objeto establecer las normas que deben observarse en la ejecución penal y es de observancia general en la Federación y las entidades federativas. 

En virtud de la expedición de la citada ley nacional, el 24 de noviembre de 2017 se publicó en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el Decreto 543/2017 por el que se modificaron diversas leyes estatales en materia de armonización con la miscelánea penal, ejecución penal y justicia para adolescentes. El artículo transitorio segundo del referido decreto dispuso la abrogación de la Ley de Ejecución de Sanciones y Medidas de Seguridad del Estado de Yucatán.

La Ley Nacional de Ejecución Penal, que resulta vigente y aplicable en el estado de Yucatán, establece en sus artículos 24 y 25 las competencias de los jueces de ejecución, entre las cuales ha dejado de figurar la relativa a realizar inspecciones a los centros penitenciarios, como lo prevé la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán.
	
En tal sentido, para efectos de armonizar las disposiciones de la ley objeto de esta iniciativa con las de la ley que rige la materia de ejecución penal en todo el país, se propone la derogación de la fracción V del artículo 95 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán, que actualmente obliga a los jueces de ejecución de sentencia a inspeccionar los centros de reinserción social de la entidad.

OCTAVO.- Por otra parte, en cuanto al quinto tema propuesto en la reforma multicitada es referente a las categorías que integran la Carrera Judicial, esto debido que el  artículo 176 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán, establece el catálogo de categorías que integran la Carrera Judicial. Actualmente dicho artículo enlista diez cargos que van desde técnico judicial hasta juez de primera instancia.

No obstante lo anterior, el referido catálogo no contempla las categorías que fueron creadas específicamente para el funcionamiento de los órganos jurisdiccionales del Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral, como es el caso de los administradores de juzgado, los coordinadores de sala, los coordinadores de causa, los notificadores y los encargados de actas.

Aunado a ello, el Pleno del Consejo de la Judicatura, en su tercera sesión ordinaria, celebrada el 2 de marzo de 2018, determinó crear la categoría de Asistente Legal como un cargo previo en el escalafón al de técnico judicial, que sirviera de apoyo a las labores de los órganos jurisdiccionales, contribuyera al abatimiento de sus cargas de trabajo y significara una plataforma introductoria a la carrera judicial.

De igual manera, en la sesión antes referida, el cuerpo colegiado autorizó la creación de la categoría de Oficial de Mediación, como una figura que auxiliara a los Facilitadores o Mediadores en el cumplimiento de sus funciones y contribuyera a fortalecer el servicio que brinda el Centro Estatal de Solución de Controversias.

Asimismo, en su sexta sesión extraordinaria de fecha 15 de marzo de 2019, el Pleno del Consejo de la Judicatura aprobó la creación de la figura de Oficial de Juzgado, con la finalidad de apoyar administrativamente a los órganos jurisdiccionales de primera instancia en la agilización y mejoramiento de la gestión judicial, disminuir las cargas de trabajo de los secretarios de acuerdos y lograr un mayor control del juzgado.

Para efectos de incluir las categorías relativas al Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral, así como aquellas nuevas categorías creadas por el Consejo de la Judicatura, se considera propicio reformar el artículo 176 de la ley objeto de esta iniciativa, para incluir a la Carrera Judicial las figuras de Administrador de Juzgado, Coordinador de Sala, Coordinador de Causa, Notificador, Oficial de Juzgado, Oficial de Mediación, Encargado de Actas y Asistente Legal.

Por otro lado, además de la inclusión de las referidos cargos, la presente iniciativa propone suprimir la categoría de juez de paz del listado que conforma la carrera judicial, considerando que, acorde a lo dispuesto en el artículo 200 de la Ley de Gobierno de los Municipios del Estado de Yucatán, su nombramiento no deriva de tal carrera sino que se actualiza a propuesta del Presidente Municipal de que se trate, quien presenta una terna al Pleno del Consejo de la Judicatura para que dicho cuerpo colegiado elija y nombre al más apto o idóneo de entre los propuestos.

NOVENA.- Por último, en cuanto al sexto tema propuesto en la reforma es en cuanto a la sustitución de los jueces de Primera Instancia en casos de excusa o recusación, esto debido a que en el artículo 169 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán dispone que, cuando por excusa o recusación un juez de primera instancia deje de conocer algún asunto, una vez admitido, será turnado a otro juez no impedido del mismo ramo y departamento, siguiendo de manera sucesiva el orden numérico progresivo de los juzgados.

Como es de observarse, la referida disposición regula la preferencia en la sustitución del juez impedido con base en el orden numérico progresivo de los juzgados, sin considerar otros factores que resultan relevantes para la efectiva impartición de justicia, como lo es la cantidad y la materia de los asuntos en trámite con que cuenta cada juzgador.

En la experiencia jurisdiccional, dicho criterio de sustitución ha implicado la asignación desigual de las sustituciones entre los diversos jueces de primera instancia de la misma materia y la concentración de asuntos en determinados juzgados, por atender exclusivamente a su numeración como dispone la ley.

Al respecto, se propone reformar el artículo 169 antes citado, para regular el turnado de asuntos cuando se suscite una excusa o resulte procedente la recusación de los jueces de primera instancia, considerando el principio de equidad en la distribución de las cargas de trabajo entre los juzgados así como los requisitos de especialización del juzgador establecidos en las leyes sustantivas y procedimentales aplicables al asunto de que se trate.

DÉCIMO.- En tales términos las y los legisladores que formamos parte de este órgano de decisión legislativa consideramos viable el contenido de la iniciativa la cual busca consolidar la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán acorde al contexto social y jurídico.

Por último, para la versión final del proyecto de decreto, se realizaron observaciones, aportaciones y numerosas modificaciones por parte de los integrantes de la Comisión dictaminadora, así como de los cuerpos de estudio legislativo que enriquecieron el contenido en técnica, redacción y legalidad proporcionando una armonización óptima para otorgar la debida certeza jurídica a la reforma propuesta.

Es preciso señalar que la diputada Silva América López Escoffie, propuso se incluya nuevamente a los jueces de paz en la carrera judicial, es de recalcar dos aspectos principales y sus diferencias de la propuesta ya que  con las otras categorías de la carrera judicial, la primera estriba en que los jueces, secretarios, actuarios, técnicos judiciales son funcionarios del Poder Judicial del Estado, lo cual hay una existe una relación laboral, pero no es así con los jueces de paz, ellos no están incluidos en la nómina del Poder Judicial, no existe dentro de este una partida 1000 en relación a dichos jueces de paz, ya que el sueldo y prestaciones de estos corre a cargo de los municipios, lo que entonces genera una situación particular, porque de acuerdo a la redacción actual de la Ley dichos jueces de paz forman parte de carrera judicial, pero no son empleados del Poder Judicial, sino de los municipios; y la segunda está en el hecho de la periodicidad de las funcione de los jueces de paz que normalmente está asociada con los criterios de los presidentes municipales que los proponen, situación ajena a los demás servidores públicos de carrera judicial cuyas funciones no dependen de los cambios de administraciones municipales o estatales.

Es por ello, y toda vez que la naturaleza, duración en el encargo y funciones no son acordes con el concepto de carrera judicial, es que se considera pertinente excluir del catálogo de esta a los jueces de paz. Sin embargo esto no significa que se dejara de cumplir con lo establecido en el artículo 115 de la Ley, que establece que el Pleno del Consejo de Judicatura, entre ellas la de ejercer la vigilancia de los juzgados de paz a través del área que corresponda.  Asimismo se mantendrá la capacitación de dichos jueces a través de diversas actividades académicas, enfocadas principalmente en temas trasversales como son los derechos humanos, la perspectiva de género, la transparencia, y enfocados a las actividades que cotidianamente realizan.

Por todo lo expuesto y fundado, las y los diputados integrantes de esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública, consideramos que la modificación a la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán, debe ser aprobada por los razonamientos antes expresados. 

En tal virtud, con fundamento en los artículos 30 fracción V de la Constitución Política, 18 y 43 fracción III, inciso a), de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo y 71 fracción II del Reglamento de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo, todos los ordenamientos del Estado de Yucatán, sometemos a consideración del Pleno del Congreso del Estado de Yucatán, el siguiente proyecto de:

D E C R E T O

Por el que se modifica la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán

Artículo Único.- Se reforma el artículo 7; se adiciona el artículo 7 bis; se reforma el artículo 82, se deroga la fracción V del artículo 95; se reforma la fracción III  y se deroga el último párrafo del artículo 100; se reforma la fracción VIII del artículo 102; se reforma el párrafo primero del artículo 107, se reforman las fracciones XII y XXX y se adiciona una fracción XXXI, recorriéndose en su numeración la actual fracción XXXI para ser la XXXII del artículo 115; y se reforman los artículos 169 y 176, todos de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán, para quedar como sigue:

Principios que rigen la función judicial
Artículo 7.- Los tribunales del Poder Judicial del Estado impartirán justicia con apego a los principios de autonomía, imparcialidad, independencia, legalidad, objetividad, seguridad jurídica, exhaustividad, congruencia e igualdad de género.

Igualdad de género
Artículo 7 Bis.- Los juzgadores incorporarán la perspectiva de género, de forma transversal y equitativa en el desempeño de sus atribuciones, con el objeto de garantizar a las mujeres y hombres el ejercicio y goce de sus derechos humanos, en igualdad de condiciones y sin discriminación de ningún tipo.

Competencia en razón de materia
Artículo 82.- Los juzgados de primera instancia serán competentes para conocer en materia civil, familiar, mercantil, penal o de justicia para adolescentes, en términos de la legislación aplicable. Podrá haber juzgados de primera instancia que conozcan de más de una materia. Tendrán la facultad de aplicar normas generales y leyes en materia civil, familiar, mercantil, de justicia para adolescentes, penal y en los asuntos de carácter federal, cuando expresamente las leyes, convenios y acuerdos que resulten aplicables, le confieran jurisdicción.

Los titulares de los juzgados de primera instancia y sus auxiliares, tendrán las facultades y obligaciones que establezcan esta Ley y sus disposiciones reglamentarias y demás legislación aplicable.

Su jurisdicción será determinada por el Pleno del Consejo de la Judicatura.

Cuando en el mismo departamento judicial existan dos o más juzgados de la misma materia o especialidad, se les identificará con el número ordinal que corresponda a la secuencia de su respectiva creación.

En el sistema de justicia penal acusatorio y oral, la jurisdicción de primera instancia en materia penal estará a cargo de los jueces de control, de los tribunales de juicio oral y de los jueces de ejecución de sentencia, en los términos de la legislación procesal. Los jueces de control resolverán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de los indiciados y de las víctimas u ofendidos. En ese sentido, deberá existir un registro fehaciente de todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y demás autoridades competentes, acorde con la legislación procesal aplicable.

En el sistema de justicia penal acusatorio y oral, el tribunal de enjuiciamiento en materia penal se conformará de un juez, que conocerá de los juicios orales de índole criminal y no podrá ejercer simultáneamente, la función de juez de control. Al juez del tribunal de juicio oral corresponderá conocer de la etapa de juicio oral, en términos de ley, sin perjuicio de otras atribuciones que les confiera la legislación aplicable.

Excepcionalmente, el tribunal de juicio oral se conformará por tres jueces tratándose de los delitos de trata de menores, tráfico de menores, trata de personas, desaparición forzada de personas, secuestro, violación, homicidio doloso y feminicidio.

El tribunal de juicio oral también podrá conformarse por tres jueces cuando se justifique por el cúmulo de hechos controvertidos, la cantidad de pruebas ofrecidas o por la complejidad del asunto a resolver. En estos supuestos, el juez al que hubiera sido turnado el asunto para conocer en la etapa de juicio, solicitará al tribunal de juicio oral al que pertenezca, conocer el caso de manera colegiada. Dicho tribunal resolverá de plano la solicitud y su determinación será inatacable. 

Asimismo, en este sistema podrán conformarse, para la ágil atención de los procedimientos penales, centros de justicia penal, los cuales estarán integrados por los jueces y tribunales que determine el Consejo de la Judicatura, de conformidad con el presupuesto del Poder Judicial del Estado.

En materia de justicia para adolescentes, existirán, en términos de la legislación procesal penal, jueces de control, jueces de los tribunales de juicio oral y jueces de ejecución de sentencia especializados, quienes tendrán, en sus respectivos ámbitos de competencia, las facultades y obligaciones establecidas en los dos párrafos anteriores de este artículo, en la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes y en las demás disposiciones legales y normativas aplicables.

Atribuciones adicionales de los jueces de ejecución de sentencia 
Artículo 95.- ...

I.- a la IV.- …

V.- Se deroga.

VI.- y VII.- …

...

Requisitos
Artículo 100.- …

I.- y II.- …

III.- Poseer conocimientos necesarios para desempeñar el cargo.

IV.- a la VII.- …

Se deroga.


Competencia 
Artículo 102.- …

…

I.- a la VII.- …

VIII.- Capacitarse de manera constante en las materias de su competencia y diligenciar los asuntos que les encomienden las leyes.

…

Integración 
Artículo 107.- El Consejo de la Judicatura se integrará por cinco personas, de las cuales, una será Presidenta o Presidente del Tribunal Superior de Justicia, quien también lo presidirá y no recibirá remuneración adicional por el desempeño de tal función; dos Consejeros nombrados por el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, de entre los miembros de la carrera judicial; un Consejero designado por la mayoría de las y los Diputados del Congreso del Estado, presentes en la sesión en que se aborde el asunto y, un Consejero designado por la o el titular del Poder Ejecutivo. No podrá haber más de tres miembros del mismo género.

…

…

Atribuciones del Pleno del Consejo de la Judicatura. 
Artículo 115.- …

I.- a la XI.- …

XII.- Designar, adscribir, ratificar y remover a los jueces de primera instancia y jueces de paz, en términos de lo previsto en el artículo 72 de la Constitución Política del Estado. El Consejo de la Judicatura vigilará la implementación de procedimientos que garanticen la paridad de género en la designación de los jueces de primera instancia y los jueces de paz.

XIII.- a la XXIX.- …

XXX.- Captar, validar, resguardar, explorar, explotar y difundir la información estadística, en el ámbito de su competencia, relativa a la actividad jurisdiccional y administrativa, a través del área de planeación;

XXXI.- Incorporar la perspectiva de género, de forma transversal y equitativa en el desempeño de sus atribuciones, programas y acciones, con el objeto de garantizar a las mujeres y hombres, el ejercicio y goce de sus derechos humanos, en igualdad de condiciones, y vigilar que las áreas y órganos jurisdiccionales y administrativos a su cargo también incorporen la perspectiva de género en el ámbito de sus respectivas competencias, y

XXXII.- Las demás que expresamente establezcan esta Ley y otras disposiciones aplicables.

Sustitución de jueces 
Artículo 169.- Cuando por excusa o recusación un juez de primera instancia deje de conocer algún asunto, será sustituido por otro juez de la misma materia no impedido, de acuerdo al sistema de gestión de asuntos de las oficialías de partes y áreas de correspondencia de los órganos jurisdiccionales del Consejo de la Judicatura, con base en el principio de equidad en la distribución de cargas de trabajo entre los órganos jurisdiccionales.

Al momento de suscitarse una excusa o resolverse procedente una recusación, el sistema de gestión de asuntos de las oficialías de partes y áreas de correspondencia de los órganos jurisdiccionales del Consejo de la Judicatura determinará cuál es el juez que siga en número de asuntos en conocimiento, al que corresponderá sustituir al impedido de acuerdo a los siguientes criterios:

I.- El asunto se turnará preferentemente a un juez de la misma materia y departamento o distrito judicial del juez impedido.
II.- Impedidos todos los jueces de un mismo departamento o distrito judicial o existiendo un solo juzgado en dicho departamento o distrito, el asunto se turnará al conocimiento de un juez de la misma materia del departamento o distrito judicial más próximo, considerando la menor distancia entre ambos juzgados.

Cuando no sea posible asignar la suplencia de acuerdo a los criterios establecidos en este artículo, el Pleno del Consejo de la Judicatura determinará qué juez deberá sustituir al impedido.

Categorías 
Artículo 176.- La Carrera Judicial estará integrada por las categorías de juez de primera instancia, secretario general de acuerdos, secretario de acuerdos de sala, secretario de acuerdos, administrador de juzgado, secretario de estudio y cuenta, coordinador de causa, coordinador de sala, secretario auxiliar, facilitador o mediador, actuario, notificador, oficial de juzgado, oficial de mediación, técnico judicial, encargado de actas, asistente legal y las demás que establezca el Reglamento de Carrera Judicial.

Las categorías de carrera judicial tendrán las funciones establecidas en esta ley y en las disposiciones normativas que emitan los Plenos del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura.

Artículos transitorios

Entrada en vigor
Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán.

Derogación tácita
Segundo.- Se derogan las disposiciones de igual o menor jerarquía en lo que se opongan a lo establecido en este decreto.
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